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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Juan José Bentancor (ad-hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Manuel María Barreiro, Alfredo Cabrera, Beatriz Costa y Jorge 
Pozzi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Manuel María Barreiro, Alfredo Cabrera, Beatriz Costa y Jorge 
Pozzi. 


INVITADOS: Por la Cámara de la Construcción, señor Ernesto Gravier. 


Por la Asociación Rural del Uruguay, doctores Juan Pedro Irureta y Roberto Falchetti; por la 
Federación Rural del Uruguay, señor Presidente Rodrigo Herrero y doctora Fernanda 


Maldonado; por la Comisión Nacional de Fomento Rural, contador Víctor Durán; y por la 
Asociación Nacional de Productores de Leche, señor Héctor Melgar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al representante de la Cámara de la Construcción, señor Ernesto Gravier, a quien hemos 
citado, junto a diversas Cámaras, para que nos aporte sus puntos de vista sobre el proyecto relativo a la 
contratación de mano de obra en régimen de tercerización. 


Estamos a la espera de la posición de la Cámara de la Construcción que tiene, como el señor Gravier ha visto, 
un apartado en esta norma. Igualmente, consideramos importante conocer su punto de vista al respecto. A 
tales efectos, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR GRAVIER.- Buenas tardes. 


En primer lugar, quiero dar las gracias a la Comisión de Legislación del Trabajo por esta invitación que me 
permite opinar sobre un proyecto de ley que realmente nos preocupa mucho, y que trata de la solidaridad de 
las empresas contratistas con respecto a las empresas subcontratistas cuando contraten mano de obra o 
cuando suministradores de personal utilicen intermediación bajo cualquier modalidad. 


Antes de referirme al proyecto en sí mismo, quisiera hacer alguna consulta con relación al alcance que esta 
Comisión entiende tiene el artículo 1 cuando dice que serán solidariamente responsables de las obligaciones 
laborales. Me gustaría saber qué entienden por obligaciones laborales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros nos estamos refiriendo a las obligaciones laborales en términos 
amplios, a lo que tiene que ver con el pago de lo relacionado al rubro salarial, pero también en lo 
referente a aportes a la seguridad social, inscripción en el seguro, etcétera, porque en general este tipo 
de situaciones no cumplidas por algunos empresarios -por suerte, los menos-, ha generado una enorme 
conflictividad desde hace largos años en el país, en la medida en que a través de sucesivas 
subcontrataciones se va diluyendo la responsabilidad de quien debiera hacer frente a los derechos e 
intereses de los trabajadores y se nos genera un conflicto que quisiéramos evitar; por ello deseamos 
establecer algunas normas como esta. Justamente, la solidaridad de las obligaciones laborales apunta a 
que la empresa usuaria o la empresa madre tenga responsabilidades respecto a las obligaciones no 
cumplidas por aquellos empresarios que brinden servicios con carácter tercerizado. Posiblemente, yo 
esté dando una extensión muy general y quizás usted quisiera que lo precise más estrictamente. 


SEÑOR GRAVIER.- El tema es el siguiente. Nosotros creemos que obligaciones laborales no significan 
solamente el pago del salario en fecha, la renovación de planilla de contralor de trabajo, el cumplir con 
las normas de seguridad e higiene que correspondan, sino que es todo. Es también el aspecto 
indemnizatorio que pueda incidir también con relación a un trabajador subcontratado que no cobró de 
su empleador la indemnización por despido. Me refiero al sentido amplio del término. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo estamos pensando en el sentido amplio, fundamentalmente en lo que tiene 
que ver con las condiciones de trabajo. Este es uno de los grandes problemas que se ven, es decir, que 
las empresas usuarias generalmente "miran para el costado" -entre comillas- cuando hay trabajo 
suministrado por alguien en condiciones absolutamente faltas de seguridad y cuando uno les pregunta 
dicen: "Yo no tengo nada que ver, hablen con el empresario". Por eso, entendemos que son las 
obligaciones en términos generales. 


Hay algunos puntos de la redacción que establecían taxativamente cada uno de los rubros que se incluían y 
definían exactamente cada una de las materias: qué es una empresa tercerizada, etcétera. Por una cuestión de 
prolijidad o de estilo legislativo, se entendió que había muchas cosas que estaban sobreentendidas. A nuestro 
criterio, lo que abunda no daña. Estamos recibiendo a las delegaciones para ver la posibilidad -conjuntamente 


con los aportes que haga cada uno de los integrantes de la Comisión en este proceso de discusión-, dentro del 
esquema general, de mejorar el proyecto de la forma más justa posible para que luego no dé lugar a 
confusiones lamentables; es decir, no queremos solucionar un tema para después meternos en conflictos 
cuando llegue el momento de interpretar la norma. 


SEÑOR GRAVIER.- En todo proceso constructivo, se subcontrata un sinfín de rubros: sanitaria, 
eléctrica, ascensores, desde la etapa de demolición hasta la etapa de pilotaje. Desde antes de que la 
empresa contratista comience sus actividades, hay empresas subcontratadas que tienen que lograr 
permisos de demolición ante la Intendencia Municipal de Montevideo, con su personal, con su planilla 
de trabajo, con sus deberes y obligaciones. También hay otros subcontratos -como pinturas, eléctrica, 
sanitaria- que están bajo el régimen unificado de la Ley_N” 14.411. De alguna manera, ellos están 
siendo controlados por el sobrestante de obra o por el propietario de obra. 


Creemos que para la empresa contratante -la principal- es una carga y es incumplible el hecho de velar por 
cada obligación mensualmente, quincenalmente, diariamente, es decir, hacer el seguimiento de cerca de estos 
subcontratos. Por ejemplo, si a una empresa de electricidad o a una de sanitaria se le vence el plazo de pago 
de los jornales correspondientes según la quincena, la empresa contratante es solidariamente responsable -de 
acuerdo con este proyecto- por las multas que puedan implicarle a la empresa subcontratada. Si no se renovó 
la planilla, la empresa contratante es responsable solidariamente con la empresa subcontratista. Más grave 
aún son las sanciones que se aplican. Acá se hace referencia al artículo 412 de la Ley N* 16.736, que está 
reglamentada por el Decreto N” 186/04, que impugnamos porque entendemos que es leonino en cuanto a las 
infracciones en materia laboral. Si hay una reiteración de una infracción, la empresa paga el doble de lo que 
correspondería y, a su vez, pasa a estar inscripta en el registro de infractores en materia laboral. 


Todos sabemos que cuando se compite en una licitación, se toma en cuenta si una empresa tiene o no 
demandas pendientes o créditos pendientes. Esto va a ser una andanada de reclamaciones para las empresas 
contratistas principales por incumplimiento de las empresas subcontratistas. 


Volviendo a lo principal, para las empresas contratistas es imposible -dada la dinámica que tiene el sector, los 
cambios de frente y el permanente desarrollo de una obra- controlar lo que los poderes públicos deberían 
hacer por sus áreas de competencia. Me refiero al Banco de Seguros del Estado, al Banco de Previsión Social 
y a la Inspección General del Trabajo. 


Nosotros creemos que la norma que debe seguir rigiendo es la Ley N* 10.449, en cuanto a que se es 
responsable subsidiariamente por los salarios mínimos en nuestro sector de actividad. ¿Por qué? Porque en el 
sector de la construcción, desde 1985 a la fecha, ininterrumpidamente se ha venido negociando, se han 
consensuado y se han homologado decretos salariales que no solo contienen los aspectos salariales, sino 
también condiciones de trabajo. O sea que no estamos frente a una situación que haya sido desregulada o a 
que en su vida de relacionamiento laboral hubiera estado desregulado y recién otra vez se comience a regular. 
No; este sector ha sido regulado permanentemente por convenios salariales, desde 1985 a la fecha, y creemos 
que la ley de 1943 regula lo que es el espíritu de la subsidiariedad frente a la empresa contratista principal. 


Por otro lado, cuando tenemos elementos de seguridad e higiene, hay un Decreto N* 89/95 específico para la 
industria de la construcción, consensuado y normado en forma tripartita, que regula las obligaciones de las 
empresas contratistas principales y las subcontratistas. Y allí se definen perfectamente cuáles son las áreas de 
competencia de cada una de ellas. Si nosotros aceptamos la solidaridad en cuanto a ese tipo de obligaciones, 
estamos borrando con el codo lo que la experiencia de más de veinticinco años de tripartismo ha llevado a 
legislar en esta materia. O sea que el sector construcción se autorreguló históricamente de tal forma, y 
tendiendo, precisamente, a evitar lo que se procura con esta ley, que es el informalismo, que es la 
subaportación, que es la no aportación, tanto a los organismos de seguridad social como al Banco de Seguros 
del Estado buscando a su vez el cumplimiento de las normas de seguridad e higiene. 


Por lo tanto, consideramos que este proyecto a estudio está fuera del alcance de las posibilidades de las 
empresas y, a Su vez, viene a subrogar lo que son las obligaciones de los organismos de contralor existentes 
en la materia. 


El artículo 3" establece: "Quienes contraten personal a través de las formas previstas en la presente ley, no 
podrán articular condiciones salariales, de trabajo ni de empleo inferiores a las de aquellos que ya se 


encuentren desempeñando iguales o similares tareas". Como expresamos que se trata de un sector que ha 
negociado y que ha tenido convenios colectivos vigentes desde 1985 a la fecha, lo que más podríamos decir 
es que se pueda contratar personal con los salarios mínimos vigentes a la fecha, pero si, por ejemplo, hay 
trabajadores que por su antigiledad puedan tener derecho a una prima especial o a un premio por su 
desempeño por encima de los salarios mínimos, allí estaríamos creando un problema más que una solución. 
Sin aceptar el criterio general, estamos en tren de intercambio de ideas, no vaya a ser que cuando salga 
promulgada la ley provoque más dificultades que soluciones. Vemos que esto no es justo en un sector en el 
cual públicamente las Cámaras empresariales así como el sindicato de trabajadores hemos venido y seguido 
insistiendo en el combate al informalismo, el combate a la evasión, a la subaportación, tratando de que - 
reitero- los organismos de contralor actúen con todo el alcance que puedan tener sus disposiciones y recursos 
humanos. Vemos también que es transferirle a las empresas constructoras obligaciones que sinceramente no 
van a poder cumplir y quedan atadas, de rehén, ya que por incumplimiento de los subcontratistas mañana 
pueden ser tan lesivas las sanciones, que las empresas contratistas principales puedan verse seriamente 
afectadas desde el punto de vista económico. Todos sabemos que hay empresas de distinto porte, de distinga 
envergadura. No es por ser fatalistas, pero si hubiera situaciones en las cuales se vayan a medir eventuales 
créditos laborales que puedan estar pendientes para obtener alguna licitación o las empresas pueden estar 
sancionados solidariamente por una infracción que cometió un subcontratista, esas empresas quizás dejen de 
ser viables. Independientemente del porte, pueden ser o dejar de ser viables. 


Con respecto a la obligación solidaria en los recuperos que pueda tener el Banco de Seguros del Estado en 
cuanto a los contratistas y con la contribución especial al seguro social, nuestro sector se distingue por cuanto 
existe un aporte unificado, a través del Decreto-Ley _N” 14.411, por el cual se hacen todos los aportes de lo 
que son las actividades y obras hacia adentro, incluidos también los sanitarios, electricistas y pintores. 
Evidentemente, por ese otro lado, los comitentes son los que dan el visto bueno para la aportación, previo a 
realizarla. Ahora, el hecho de que los subcontratistas tengan que estar siendo auditados permanentemente por 
las empresas contratistas en cuanto a la aportación al Banco de Seguros del Estado y a la seguridad social, 
hace que la empresa contratista se convierta en la policía administrativa, en la policía del trabajo con respecto 
a la subcontratista, hecho que también es imposible. No es que una empresa constructora esté situada en un 
determinado departamento, que tenga un proceso repetitivo de producción y que en el establecimiento se 
requieran subcontrataciones. No, las empresas constructoras tienen obras en todo el país, giran en todo el 
país, los frentes de trabajo cambian y son dinámicos, lo que evidentemente lleva a que esa policía del trabajo 
no pueda ser delegada en las empresas contratistas principales. Por eso sostenemos que se mantiene vigente 
para nuestro sector de actividad el artículo 3 de la Ley N* 10.449 en cuanto a la responsabilidad subsidiaria y 
por los salarios mínimos, por lo que acabamos de decir: es un sector autorregulado. Se trata de un sector 
salarialmente autorregulado, que en normas de seguridad e higiene también está autorregulado, en el que la 
aportación al Banco de Previsión Social y al Banco de Seguros del Estado está regulada por la Ley 

N? 14.411. De manera que no vemos con buenos ojos que este proyecto de ley sea aplicable para nuestro 
sector de actividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el borrador que tenemos entre manos hemos incluido el artículo 7”, que 
está referido a la construcción. Mi pregunta sería en términos ideales. Para coincidir con lo que ha 
planteado el señor Gravier, en este artículo 7” nosotros deberíamos ser más específicos, más 
abarcativos y establecer como norma que la industria o la regulación de la temática laboral relativa a 
la industria de la construcción continuará rigiéndose por los mecanismos, leyes y situaciones que están 
funcionando hasta el momento. Está pendiente una visita del PIMCNT y hemos organizado que 
también concurran representantes del SUNCA, ya que nos interesa conocer su valiosa opinión. Si fuera 
coincidente en el sentido de no provocar situaciones contradictorias al espíritu de esta norma, bien se 
podría hacer lugar. 


La pregunta concreta es si el artículo 7” podría contemplar más abarcativamente todo lo que está vigente. El 
representante de la Cámara de la Construcción del Uruguay señala que no ha generado problemas, que por el 
contrario ha sido establecido por acuerdos, y que la otra formulación podría ocasionar una dificultad de 
carácter prácticamente insalvable. Por esto, en términos ideales -no estoy comprometiendo nada- me 
pregunto si sería posible que la regulación de toda esta situación en este artículo constituyera a la industria de 
la construcción como una salvedad dentro de lo que se establece en términos generales para otro tipo de 
emprendimientos. 


SEÑOR DELGADO.- Recién el doctor Gravier hacía referencia a la experiencia del tripartismo en la 
industria de la construcción. A mí me tocó participar en la tripartita de la construcción, y aquí varios 
legisladores sabemos cómo funciona. Tal vez es una de las experiencias más antiguas en cuanto a 
autorregulación, con un gran sentido de madurez en la relación y aún en la elaboración de normativa. 
Todas las modificaciones al Decreto N” 89/95 se hicieron de la misma forma -o por lo menos se hacía 
así-: a través del consenso. 


Esto está referido a seguridad e higiene. El doctor Gravier también expresó que esto también perfora o trae 
algunas complicaciones vinculadas al Decreto N* 89/95, referido a Seguridad e Higiene en el trabajo. El 
señor Presidente se refirió al artículo 7”, que habla solo de la seguridad social. En cuanto a la acepción que da 
este borrador y que remite a las normas legales vigentes, me gustaría que abundara un poco más con respecto 
a cómo afecta lo dispuesto en este borrador del proyecto la autorregulación que en materia de seguridad e 
higiene ha hecho la tripartita de la construcción, que ya tiene más de 10 años funcionando. 


SEÑOR GRAVIER.- El artículo 7% de alguna manera contradice lo que puede ser el espíritu del 
artículo 1”, que señala "[...] por el pago de la prima de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, 
sanciones y recuperos que se adeuden al Banco de Seguros del Estado". 


A través de la Ley N* 14.411, de aporte unificado, se tributa por accidentes de trabajo, por DISSE, por la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, por las cargas salariales de los trabajadores, por 
el aporte patronal. De esa manera, la ley ampara la aportación no solo de las contribuciones especiales de 
seguridad social, sino también del Banco de Seguros del Estado. Esto es así para las actividades incluidas en 
el contenido de la Ley_N” 14.411. Es decir que, a mi entender, lo que hace el artículo 7” no es más que 
ratificar lo ya existente, pero no me saca la responsabilidad solidaria para con los subcontratos. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado Delgado, antes de empezar mi participación hice 
una pregunta acerca de en qué sentido se consideraban responsables de las obligaciones laborales; es con un 
sentido amplio y tan amplio que puede ser hasta la no renovación de las planillas del subcontratista, y con un 
sentido tan amplio que puede ser el pago en fecha de los jornales de un subcontratista que, a su vez, puede 
afectar lo que se logró por consenso en un ámbito en el que participaron el sector empresarial, los 
trabajadores, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -no importa el orden, sino que se logró por 
consenso-, donde están limitadas las responsabilidades de la contratista principal y de los subcontratos. A 
través de este proyecto de ley se solidariza la posibilidad de tener responsabilidad la contratista principal con 
respecto a los subcontratos, cuando hoy están perfectamente delimitadas cuáles son las obligaciones de unos 
y de otros. 


Por eso es que consideraba que perforaba ese ámbito de consenso que yo digo que tiene más de veinte años 
de actuación. 


SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- Quiero hacer una consulta. 


Si fuera en un sentido más restringido y abarcara solo la obligación de controlar que las empresas 
subcontratistas estén en situación regular en cuanto a los pagos al Banco de Previsión Social y al Banco de 
Seguros del Estado, ¿considerarían que esto es más viable? Es decir, si las empresas principales antes de 
pagar a la subcontratista tuvieran que verificar que esté aportando al BPS y que los seguros por accidente de 
trabajo estén vigentes, ¿eso lo ven como viable o considerarían que tiene el mismo rango de dificultad? 


SEÑOR GRAVIER.- Sinceramente, lo vemos con el mismo rango de dificultad. Y lo vemos con un 
rango de dificultad que nos compromete a una situación que las empresas no están posibilitadas para 
realizar cuanto que los actores estatales que tienen potestades otorgadas por las normas para controlar 
ese tipo de evasión, de no aportación, de no pago en fecha, muchas veces no pueden lograrlo. 


Entonces, se nos ocurre que puede haber una transferencia de responsabilidad y de control a la empresa por 
parte de los organismos estatales que son los que deben tener la competencia de la policía administrativa del 
trabajo que, como dije al principio, son el Banco de Previsión Social, el Banco de Seguros del Estado, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través de la Inspección General del Trabajo. 


Hoy asistimos, por ejemplo, a lo siguiente. Se contrata una empresa de seguridad para controlar o para llevar 
adelante la vigilancia laboral, y judicialmente se está dando el hecho de que se demanda solidariamente a las 
empresas constructoras que contratan, comercialmente, un servicio de seguridad. Por parte de los 
trabajadores de empresas de vigilancia se demanda en forma solidaria a la empresa contratista, cuando ni 
siquiera se trata de un subcontrato sino que es una relación netamente comercial. 


Si actualmente, a través de la Ley N* 10.449 -que está vigente-, se nos dispone que las empresas serán 
subsidiariamente responsables por el pago de los salarios mínimos y también se demanda en forma solidaria 
por otros elementos que no están regulados allí, con una ley aprobada en este sentido, las empresas 
constructoras dejarían de ser tales para convertirse en empresas prestadoras de servicios de policía 
administrativa del trabajo, que no es su función. 


SEÑOR CABRERA.- Algunos de los temas aquí planteados son muy interesantes y forman parte de las 
dudas que yo formulaba cuando esta Comisión resolvió la invitación de la Cámara de la Construcción. 
Algunas son consideraciones de tipo concreto para el sector y otras son aplicables en forma genérica. 


Parece evidente que, tal como está redactado, el artículo 7” solo confirma la vigencia de una norma 
preexistente, pero nada incide en los rubros de naturaleza salarial o indemnizatoria. Además, se agrega el 
problema de que en la medida en que los rubros de naturaleza salarial forman parte del aporte unificado, 
existe hasta una jurisprudencia contradictoria entre quienes consideran que no es objeto de la Justicia del 
trabajo por ser rubros de naturaleza tributaria, y hay Juzgados que rechazan reclamos por diferencias de 
aporte considerando que la vía es administrativa ante el BPS, y otros que consideran que sí lo son. Por lo 
tanto, es un tema muy complejo en la resolución concreta. 


Ahora, a la luz de lo que se venía manejando en cuanto a que ustedes pueden controlar, no quisiera perder de 
vista, en el análisis del texto, que el control es de tipo moral o ideal porque, en realidad, ninguna 
consecuencia tiene que controle o no, porque la norma establece una responsabilidad de tipo objetivo. O sea, 
el control que puede tener el contratista del subcontratista, ¿para qué es? En todo caso, para rescindir el 
contrato. Es decir que no se exonera responsabilidad mediante la solicitud del certificado de estar al día; 
solamente se compra tranquilidad de que no va a haber un reclamo solidario hacia la empresa contratista. 


Esto tiene un proyecto anterior donde la diligencia media de la empresa tenía consecuencias y si yo pedía los 
certificados, salvaba la responsabilidad. En este caso, yo pido el certificado o no simplemente para 
asegurarme o para reducir a la mínima expresión el problema futuro, pero no me exonero de responsabilidad 
ya que la responsabilidad es objetiva y nace cuando el artículo 1* así lo consagra y ninguna actividad, sea 
diligente o no, lo evita. 


El doctor Gravier hizo un planteo interesante. En el caso de un contrato civil entre una empresa contratista y 
un subcontratista -que esté escrito, que tenga precio, objeto y todas las disposiciones de un contrato civil-, si 
el subcontratista incumpliera alguna de las disposiciones laborales, la empresa contratista podría llegar hasta 
a incumplir el contrato civil para evitarse una demanda de tipo laboral solidaria. Esto es: si en el contrato 
civil no se previera la posibilidad de rescindirlo por la sola voluntad de la empresa contratista, en el caso de 
que se incumpliera con las disposiciones laborales, la empresa contratista quedaría atada por el contrato civil 
con un subcontratista que incumple y que la vuelve solidaria de sus obligaciones laborales. Y con esto se 
genera un problema adicional que no había tenido presente en estas conversaciones, que creo que puede 
llegar a ser delicado, sobre todo cuando los subcontratos tienen un contrato por escrito, en la línea de lo que 
decía el invitado, que es que la primera relación es civil y la segunda, laboral. 


He hablado con algunos asesores del Ministro y me decían que en el primer proyecto decía "toda forma de 
contratación", lo que generaba la duda de si los contratos y los subcontratos eran cosas distintas. En este caso, 
como dice "subcontratos" partimos de la base de que son los subcontratos y no los contratos, tema sobre el 
cual tengo algunas dudas. 


Con las salvedades en cuanto a salarios mínimos, mínimos por categorías y demás, y partiendo de la base de 
que la norma existiera, pregunto: ¿es mejor una responsabilidad de tipo subjetivo que objetivo? ¿Es mejor 
una responsabilidad de tipo subsidiaria que solidaria? 


Comprendí la posición del doctor Gravier respecto de la norma, pero si la norma existiere -porque cabe la 
posibilidad de que la norma exista aun así-, ¿sería mejor una responsabilidad de tipo subjetivo donde el 
empresario pudiera demostrar su diligencia y exonerarse de responsabilidad? Y segundo, si eso fuera así, 
¿sería mejor que la responsabilidad fuera solidaria o subsidiaria? 


SEÑOR GRAVIER.- Voy a contestar a la segunda pregunta. 


Al principio de mi alocución expresé que mantenemos el criterio de la subsidiariedad en los términos 
establecidos por la Ley_N” 10.449. ¿Por qué? Fíjense ustedes que en un subcontrato de pintura, de eléctrica o 
de cualquier trabajo dentro de obra, un trabajador puede cambiar de categoría y pasar de categoría 5 a 7 u 8. 
Si la empresa subcontratista no le paga la diferencia de salario por ese cambio de categoría, con la legislación 
vigente el trabajador tiene dos años para hacer la reclamación y, en ese caso, con lo que se establece en este 
proyecto de ley puede demandar la solidaridad para con la empresa contratista cuando esta ni siquiera está 
enterada de ese pasaje de categoría que implica una mayor paga de salario. Esto se da muy habitualmente en 
las obras. No todos ingresan con la categoría de oficial finalista; pueden ingresar de peón práctico, seguir 
como medio oficiales y terminar como oficial; esto es algo común. Pero, a su vez, en el subcontrato aparece 
lo mismo. Y, entonces, nos vamos a ver enfrentados a la paga de salarios porque la subcontratista no pagó 
puntualmente esa diferencia de categoría y quién sabe qué volumen de demandas económicas podrán 
aparecer a lo largo de una sola obra. 


Con respecto a la primera pregunta, yo no puedo manifestarme en tren de hipótesis sin tener a la vista un 
texto definido. Hoy vine a dar nuestra posición respecto del texto proyectado y si hubiera alguna otra 
propuesta sería interesante conocerla con anticipación para poder analizarla en detalle y dar las respuestas del 
caso. 


Creo que la segunda pregunta está respondida y que con respecto a la primera deberíamos tener los elementos 
a la vista para ver qué consideraciones podríamos efectuar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Gravier en el día de hoy, y le haremos 
llegar la versión taquigráfica de esta sesión, así como la correspondiente a la reunión en la que 
recibamos a los trabajadores, a las distintas Cámaras empresariales y a la Cátedra, a la que hemos 
invitado para que, desde el punto de vista técnico, nos ayude a reflexionar sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR GRAVIER.- Agradecemos nuevamente a la Comisión por esta invitación y estamos a la orden 
y a la espera de algún otro documento que sirva de insumo para poder opinar nuevamente. 


(Se retira de Sala el Gerente de la Cámara de la Construcción) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación Rural del Uruguay y de la Federación Rural del Uruguay, un 
integrante de la Comisión Nacional de Fomento Rural y un integrante de la Asociación Nacional de 
Productores de Leche) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Asociación Rural del 
Uruguay, integrada por los doctores Juan Pedro Irureta, Roberto Falchetti; a la delegación de la 
Federación Rural del Uruguay, integrada por su Presidente, señor Rodrigo Herrero, la doctora 
Fernanda Maldonado, el contador Víctor Durán, de la Comisión Nacional de Fomento Rural, y el 
señor Héctor Melgar, de la Asociación Nacional de Productores de Leche. 


La Comisión está abocada al estudio de un proyecto de ley por el cual se establecen normas sobre la 
responsabilidad de empleadores, contratistas, subcontratistas, empresas suministradoras de personal e 
intermediarios, y estamos recibiendo a las distintas Cámaras empresariales, a los trabajadores, a 
representantes de la Universidad de la República, vinculados al Instituto de Derecho Laboral. 


Es un gusto recibirlos en el día de hoy y damos por hecho que tienen conocimiento de lo que tenemos a 
estudio. Es para nosotros muy importante conocer cuáles son las reflexiones que les merece este tipo de 
normas que estamos tratando de implementar y cuáles serían, desde su punto de vista, las cosas que podrían 
mejorar, cambiarse o sustituirse. 


SEÑOR HERRERO. Antes que nada, queremos agradecer la invitación, a efectos de referirnos a un 
tema no menor para nosotros, como es el de las tercerizaciones. Cuando los técnicos informen al 
respecto, se darán cuanta por qué nos preocupa tanto en la realidad de hoy día. Vengo como 
representante de la gremial porque optamos porque los técnicos dieran su opinión más que concurrir 
como directivos. 


Quiero señalar que en este equipo faltan algunos integrantes de los grupos gremiales con los que estamos 
trabajando en el tripartito rural en estos y otros temas, como la citricultura y gente de la granja. 


La realidad de la tercerización es muy parecida en muchas áreas y por eso concurrimos como representantes 
de la directiva, pero vamos a ceder la palabra a los más duchos en el tema. 


SEÑOR FALCHETTI.- Queremos hacer unos comentarios introductorios con respecto a este proyecto 
que, tal como dijo el Presidente de la Federación Rural, regula un tema sumamente importante para la 
actividad rural, y nos atreveríamos a decir que para todas las actividades del país, pero en particular 
para la que representamos en el día de hoy. 


En primer lugar, queremos hacer una consideración general en cuanto a que si alguien, desprevenido -que no 
conociera nada del tema o conociera muy poco-, leyera este proyecto llegaría a la conclusión de que la 
descentralización productiva o la llamada tercerización -un poco impropiamente, en términos generales- 
siempre constituye un fenómeno abusivo, repudiable y que debe ser eliminado. Nosotros pensamos que esta 
percepción no sería correcta de acuerdo con nuestras vivencias y nuestra experiencia, en cuanto estimamos 
que la descentralización empresarial no necesariamente es una práctica negativa. Por el contrario, en general, 
ella favorece una mejor gestión de las empresas, abarata sus costos y proporciona empleo a mucha gente, 
además de abaratar los productos que se venden al público en general. 


En nuestro concepto, hay que resaltar sobre todo este último punto. Hoy en día son muchas las personas que 
trabajan en este tipo de empresas llamadas tercerizadas o descentralizadas. Este carácter generalmente 
favorable de lo que nosotros percibimos en el fenómeno de la descentralización productiva -configurativa de 
un fenómeno que, por otra parte, no es uruguayo, es de carácter universal-, no implica que no puedan 
producirse abusos. Eso también lo sabemos. 


En cuanto a la finalidad del proyecto, nosotros pensamos que es loable, o sea, trata de evitar esos abusos 
estableciendo un mecanismo bastante simple pero, al mismo tiempo, bastante complejo, que es el de la 
responsabilidad solidaria. 


La responsabilidad solidaria es entre quienes contraten trabajadores a través de estos medios, de estos 
mecanismos de vinculación o utilicen intermediarios o cualquier modalidad para la ejecución de obras o 
prestación de servicios. 


Nosotros estimamos que en este aspecto la solución propuesta, si bien loable en cuanto a impedir abusos -que 
reconocemos y que queremos combatir junto con ustedes-, se va un poco al extremo, considerando que todas 
las tercerizaciones y todas las medidas afines están orientadas hacia el fraude laboral, lo que evidentemente 
no es así. La gente que contrata, que terceriza, que subcontrata, por lo general, no está buscando un fraude 
laboral, aunque no descartamos que se pueda configurar y que haya excepciones que confirmen esa regla. 


Desde el punto de vista estrictamente técnico, nosotros estimamos que correspondería distinguir dos grandes 
variantes. 


La primera es aquella formada por quienes contraten, subcontraten o utilicen intermediarios, lo que 
podríamos llamar la descentralización productiva propiamente dicha. La segunda, en un grupo conexo pero 
separado, estaría el suministro de mano de obra. Nosotros pensamos que son dos grupos diferentes porque en 
uno de ellos simplemente se suministra personal para desempeñar tareas del giro de la empresa, por lo 
general, e insertado en su estructura orgánica y que muchas veces se confunde con los trabajadores propios 
de esa empresa; esa es una realidad. 


La otra realidad, la que denominamos descentralización productiva propiamente dicha, se configura cuando 
una empresa contrata a otra empresa real que no solo aporta gente, sino también maquinaria o bienes de 


producción propios. Realmente, se terceriza un segmento del proceso productivo y eso no implica la mera 
incorporación de personal, sino la incorporación de mano de obra, acompañada por un estructura productiva 
real que viene a coadyuvar con el esfuerzo de la empresa principal. 


En este contexto, no nos parece adecuado establecer de manera inexorable y primaria, de entrada, tal como 
sucede con este proyecto, la responsabilidad solidaria en los casos de descentralización productiva 
propiamente dicha, es decir, cuando no hay solo suministro de personal sino cuando hay una empresa real, 
con maquinaria. En ese caso, la norma parece excesiva desde el momento en que lo que se está haciendo en 
los hechos es establecer la responsabilidad directa de la empresa contratante. En general, esto va a tener 
como consecuencia que la responsable directa sea siempre la empresa contratante. Todos saben que cuando 
hay una responsabilidad solidaria se puede ir contra cualquiera de las dos partes y, en general, el responsable 
siempre va a ser la empresa contratante. 


Con este panorama, pensamos que la regla sería un poco la incertidumbre. En general, es muy difícil -luego 
mis colegas van a abundar en situaciones particulares del ámbito rural- que una empresa esté en condiciones 
conscientemente de asumir riesgos de circunstancias que no conoce. Cuando una empresa contrata a otra en 
una descentralización productiva para realizar una tarea, es muy difícil que pueda a priori conocer -vamos a 
utilizar términos vulgares- en qué se está metiendo, y puede resultar solidaria desde un comienzo por las 
deudas o los problemas que pueda tener esa empresa que contrata. 


Tampoco la empresa contratista tiene medios legales para controlar la actividad de esa empresa 
subcontratada. Ese contralor laboral de las normas corresponde a reparticiones estatales. Inclusive, no 
sabemos hasta qué punto una empresa podría pretender un control profundo de la actividad de la otra sin 
transgredir principios hasta constitucionales. Por algo están las competencias de las reparticiones públicas, 
que se financian con los impuestos de toda la población. 


En este contexto, nosotros estimamos que parecería más razonable -en esta primera hipótesis que estamos 
considerando, o sea la descentralización productiva- que la empresa contratante, en estos casos, tuviera 
alguna manera de descargar esa responsabilidad, es decir, que no fuera directa ni solidariamente responsable 
por el hecho de contratar; debería tener una manera de descargarse de esa responsabilidad si hoy o mañana se 
acreditara que la empresa contratada tuviera algún tipo de problema. Ha sido tradicional -inclusive ha 
figurado en algún proyecto de ley firmado por el actual Poder Ejecutivo- que para este tipo de situaciones, 
mediante la exhibición de documentación probatoria de la afiliación al Banco de Seguros del Estado, de los 
aportes al BPS, de los pagos laborales, etcétera, la empresa contratante se libere de esa responsabilidad 
solidaria. Reiteramos, parece un poco excesivo que no se dé a la empresa que contrata -que da movimiento 
laboral y económico y que da trabajo a la empresa tercerizada o subcontratada-, al hacerla solidariamente 
responsable desde el comienzo, la chance de tener una defensa ante reclamos derivados de situaciones de las 
cuales puede no tener el mínimo conocimiento. 


Por tanto, seríamos partidarios de limitar la responsabilidad solidaria de las empresas contratantes solo para 
el caso de no exigirse la exhibición de la documentación laboral o de otro tipo que acreditara que la empresa 
contratada cumplió con sus obligaciones de afiliación al BPS, Banco de Seguros, pago de salarios, etcétera. 


La segunda variante es distinta. En este caso no hablamos de la subcontratación de una empresa que 
suministra gente con maquinaria, sino que simplemente se limita a suministrar personal. Acá hay una gran 
gama de variedades porque se discute mucho cuál es la situación laboral del personal que va a trabajar a otra 
empresa; inclusive, se discute si es una relación trilateral, si tiene dos empleadores, qué sueldo tiene que 
ganar, etcétera. En este caso -siempre hablando de un tema de apreciación general-, tendríamos objeciones 
menores a que la responsabilidad solidaria se consagrara desde un primer momento. Seguimos la línea del 
primer proyecto del Poder Ejecutivo, aunque tenía elementos que no nos convencían; se trata de una 
iniciativa enviada el 24 de agosto de 2005, que también hacía esa división. Por un lado, la descentralización, 
con posibilidad de exonerarse y, por otro lado, el suministro de mano de obra temporal, regido por la 
responsabilidad solidaria. De todos modos, si bien la empresa tendría mayor responsabilidad, estaría más 
defendida desde otro punto de vista porque el personal que suministra la empresa solo se insertaría en la 
estructura productiva de la empresa contratante, la que estaría más en condiciones de controlar lo que 
estuviese pasando; estaría más cercana al hecho. En cambio, en la primera hipótesis, esa situación parecería 
más difícil. 


En resumen, vemos que la intención es loable y nos parece que el proyecto se ha ido un poco al extremo en el 
sentido de partir de la base de que la descentralización productiva debe ser algo que siempre se debe combatir 
y eliminar cuando, en realidad, nosotros pensamos que no es así. Para nosotros, la tercerización no es un 
hecho de por sí malo -si bien reconocemos que puede dar lugar a abusos y sabemos que ha sido así-, y en este 
sentido estimamos que la manera de dar una salvaguarda razonable para este tipo de actividad sería brindar 
determinadas garantías a las empresas para que pudieran liberarse de esa responsabilidad. Si no cumplieran 
con los mecanismos de garantías, serían solidariamente responsables por las deudas de sus empresas 
contratadas. 


Este es un panorama general del tema; es una opinión bastante primaria. Esta es una delegación rural y, en el 
marco rural, mis consideraciones adquieren mayor vigencia porque el fenómeno de la tercerización está muy 
extendido en todos lados y en el ámbito rural tiene aún más importancia. 


SEÑORA MALDONADO.- Como bien decía mi colega el doctor Falchetti, este es un fenómeno que en 
los últimos años se ha dado mucho en el ámbito rural. Eso, para nosotros, implica un crecimiento y un 
beneficio tanto para el productor como para el trabajador. Lo vemos más claro, por ejemplo, en el caso 
de los departamentos del litoral. ¿Por qué decimos que beneficia al productor y al trabajador? Al 
trabajador porque vemos que hay un crecimiento de la mano de obra. A su vez, se lo motiva a 
capacitarse para acceder a trabajar en esas empresas. Asimismo, esas empresas continúan con la 
capacitación del trabajador, dado el avance que tiene la tecnología en el día de hoy. Se requiere de una 
mano de obra muy capacitada, dadas las particularidades de los servicios que estas empresas brindan, 
ya sea para el manejo de diferentes maquinarias, para la seguridad que estas deben tener y para su uso 
adecuado. Por eso decimos que vemos aspectos positivos para el sector empleador y para el sector 
trabajador. 


Este fenómeno se ha dado por varias situaciones, sobre todo en el caso de aquellos productores pequeños que 
por diversas características han abandonado su explotación. En lo que tiene que ver con la contratación -es 
decir, la cadena que se daría en la tercerización- estos empleadores han abandonado su explotación, pero el 
hecho de poder tener una empresa suministradora de servicios les permite continuar con un sustento para su 
familia y a su vez volcar su experiencia, es decir, todo aquello que aprendieron durante el tiempo que 
estuvieron en las explotaciones. 


Son innumerables las tercerizaciones. Por ejemplo, en la ganadería tenemos el caso de las ecografías, del 
baño y de la esquila. Se nos viene todo lo que es la trazabilidad, cómo van a funcionar los operadores. 
Venimos de un ámbito bastante particular; hay productores que no tienen muchas ganas de aprender todo lo 
que hay que aprender. Entonces, se da la facilidad a otros que sí se pueden capacitar en el tema, que pueden 
tener acceso a lo que son los lectores, inclusive a Internet y demás para enviar esa información. El productor 
puede tercerizar esa parte de su trabajo en la empresa y a su vez colaborar con toda la cadena de producción. 


En la agricultura también tenemos innumerables ejemplos como son la siembra, la cosecha, el transporte, los 
fletes -que son muy importantes- y la fumigación. 


Otra cosa que aporta es el gran valor de las maquinarias involucradas en estos casos que acabo de mencionar. 
Ustedes saben lo que puede llegar a salir hoy una máquina cosechadora o el famoso "mosquito" que hoy es 
muy usado. A un pequeño o mediano productor de cien, doscientas hectáreas o inclusive más, se le hace muy 
difícil invertir en esa maquinaria para utilizarla solamente en su explotación. Quizás le conviene sí a su vez 
se convierte en una empresa prestadora de servicios. De esta manera puede ir pagando la maquinaria. 


Para nosotros la tercerización ayuda mucho al pequeño y mediano productor, es decir, a ese productor que 
hoy está obligado a acceder a una tecnología cara y tiene que acceder a ella sí o sí. De lo contrario, se le hace 
muy complicado trabajar en el campo y más con los tiempos cómo están marcados hoy; no podría competir. 


Por eso vemos que el fenómeno que se está dando es positivo, colabora con la cadena de producción, 
contribuye a que los productores puedan acceder a la tecnología, genera mano de obra. 


A aquellos pequeños productores que han abandonado la explotación les permite crear una empresa nueva y a 
aquellos que tienen una explotación pequeña esto es un complemento a sus ingresos 


Los señores Diputados sabrán de todas las inversiones que hay en los departamentos del litoral con el tema de 
la soja; vienen grandes inversionistas y compran tierras de pequeños productores. Estos productores tienen la 
posibilidad de adquirir una maquinaria e ir brindando servicios y así seguir con su sustento. 


Se establece la responsabilidad en cuanto al tiempo trabajado para una determinada empresa. Como decía, 
este fenómeno se da más que nada en los pequeños y medianos productores, que son aquellos a los que se les 
dificulta más acceder a la tecnología. Para controlar este tiempo de trabajo se dificulta un poco. Imagínense 
un productor que contrata a alguien para fumigar cien hectáreas. Un "mosquito" lo hace en menos de una 
hora -para ser un poco más generoso, digamos que en dos horas de trabajo-, ¿cómo hacemos para delimitar 
bien ese tiempo a los efectos de determinar la responsabilidad de esa persona que contrató la empresa? En la 
mayoría de los casos nosotros no hablamos de zafras completas, para las cuales se contrata a esa empresa 
para realizar determinadas actividades, sino que hablamos de horas o incluso de tiempo, que es menor a una 
hora. Por eso se hace tan complicado determinar cuántas horas trabajó la empresa, cuántas horas estuvo 
fumigando, cuántas horas llevó hacer una ecografía o implementar un baño. De repente en el transporte si las 
distancias son largas se puede determinar que lleve uno o dos días, o en el caso de la esquila lo mismo. En los 
demás casos los tiempos son acotados. 


En el año 2000 fueron alrededor de 20.000 las explotaciones que contrataron empresas para realizar 
determinadas tareas. Imagínense si nosotros tenemos en cuenta todo este fenómeno que se ha dado en los 
últimos años al número que podríamos llegar hoy de empresas que contratan empresas para que realicen 
determinadas actividades. 


Este es el reflejo de lo que sucede en el ámbito rural 


Quiero resaltar que para nosotros, el fenómeno de las tercerizaciones propiamente dichas es muy importante. 


SEÑOR IRURETA.- Si bien entiendo que con las dos exposiciones, tanto de la doctora Maldonado 
como del doctor Falchetti, ya se ha expuesto muy claramente la posición de las gremiales, es 
importante establecer las consecuencias que puede aparejar la aplicación de esta norma estrictamente 
solidaria en el caso de sancionarse en el futuro, tal como está dispuesto. 


No tenemos dudas de que esto va a desestimular la contratación por parte de los productores en este sistema 
de tercerizaciones. Y esa desestimulación traerá aparejado que haya menos empresas y que vayan a emplear 
menos gente. Congruentemente, las empresas que tienen acceso a maquinaria muy costosa, no van a poder 
acceder a ella, por lo que va a decaer también la inversión y el uso de maquinaria de última generación en 
todo el ámbito de la ganadería, la agricultura, la granja, etcétera. 


Aclaro que si acá no están presentes las otras gremiales es porque no han tenido posibilidad de enviar 
delegados porque se han enterado de esta reunión en estos días. 


En lugar de este proyecto, hubiéramos preferido estar discutiendo otro que hubiera surgido del ámbito 
tripartito, como en algún momento nos habíamos propuesto. Ustedes tienen conocimiento que a nivel del 
Poder Ejecutivo se ha impulsado el tripartismo para encontrar fórmulas de solución e inmiscuirse en todos los 
temas a los que de alguna forma hay que buscar alguna solución o modernizarse en la legislación. Bueno, en 
el ámbito del consejo tripartito habíamos llegado a fijar en nuestra agenda el tema de la tercerización, por 
considerarlo muy importante por todo lo expuesto por la doctora. Me refiero a la importancia que están 
teniendo las tercerizaciones dentro de la agropecuaria en general. Es más, constituimos un ámbito, un 
miniconsejo tripartito, dedicado justamente a esto. Cuando llegamos a exponer y a buscar las soluciones a un 
proyecto que se venía nos dijeron: "No, muchachos. Acá ya hay proyectos emanados del propio Parlamento. 
Además, el Poder Ejecutivo envió uno a través de la Inspección del Trabajo". Eso nos acotó a nosotros, que 
teníamos toda la esperanza de buscar soluciones. Nosotros conocemos las partes del otro lado, es decir, a los 
sindicatos que en algunas materias tienen gente representativa y al propio Poder Ejecutivo. Lamentablemente 
eso no se dio así y siempre terminamos corriendo de atrás. Creo que es muy conveniente tener en cuenta estas 
situaciones que ambos profesionales desarrollaron y plasmarlas en cualquier proyecto que se continúe a 
estudio. 


SEÑOR FALCHETTI.- Simplemente, quisiera hacer un comentario respecto a la redacción de dos 
artículos del proyecto de ley. 


El artículo 1* refiere a la prohibición de reemplazo de trabajadores en conflicto. Nosotros esperamos que este 
proyecto se corrija, pero en caso de que no fuera así pensamos que esta noción de trabajadores en conflicto 
debería ser objeto de una precisión conceptual un poco mayor. "Trabajadores en conflicto" puede ser uno 
solo, pueden ser varios, involucra conflictos de derecho, conflictos de interés. Creo que habría que 
perfeccionar esto porque va a ser un semillero de problemas y mucho trabajo para nosotros los abogados. 


El artículo 3" refiere al salario y se establece: "Quienes contraten personal a través de las formas previstas en 
la presente ley, no podrán estipular condiciones salariales, de trabajo ni de empleo inferiores a las de aquellos 
que ya se encuentren desempeñando iguales o similares tareas". Quiere decir que acá se introduce, 
indirectamente, un principio de equiparación salarial entre los trabajadores de la empresa contratante y los de 
la contratada. 


Al respecto se puede ocasionar un problema práctico, que es el siguiente. En los Consejos de Salarios el tema 
de una de las variantes, de las suministradoras de mano de obra, está solucionado porque el Grupo 19 ya ha 
establecido y laudado que cuando se suministra personal a otra empresa, ese personal suministrado debe estar 
en condiciones de igualdad salarial con la realidad salarial de esa empresa. Quiere decir que esto ya está 
laudado. Esto es más sencillo de hacer, porque simplemente había que ponerse de acuerdo en ese Grupo 
salarial que incluye el suministro de personal a terceros. 


En el resto de las actividades, que hemos denominado de descentralización productiva puede haber 
problemas o, por lo menos, disfuncionalidades en el sistema. ¿Por qué? Porque cuando una empresa contrata 
a otra, no para que le suministre personal sino para que le preste una servicio y esa empresa viene con 
personal, con maquinaria y con todo, esa empresa contratada tiene su Grupo de actividad salarial, su laudo, 
sus categorías, sus salarios mínimos y su sindicato. Entonces, allí puede haber una disfuncionalidad porque 
por mandato legal quedarían sin efecto esos laudos que se hubieran dictado para esas empresas contratadas. 
No sé si soy claro. Si se establece una equiparación salarial entre las empresas contratadas y las contratistas, 
los laudos de las empresas contratadas quedarían sin efecto, cuando hoy hay mucha empresa contratada que 
tiene su laudo propio, su Consejo de Salarios, su sindicato, su categoría y sus mínimos propios. Este es un 
tema sobre el cual quería advertir porque podía ocasionar problemas. Esto también se podía cambiar por ley, 
pero vamos a no olvidarnos que los laudos también emanan de una ley y eso podría ocasionar problemas 
hasta de interpretación. 


SEÑOR IRURETA.- Quisiera manifestar algo que parece de Perogrullo, pero creo que las cosas hay 
que decirlas. Cuando hablaba de las consecuencias en lo relativo a la desestimulación del productor al 
contratar estos servicios, no hay duda de que cuando uno tiene la incertidumbre de que de repente 
termine pagando dos veces por el mismo servicio, porque por un determinado tiempo ese riesgo existe, 
va a preferir no contratarlo o suplirlo por sus medios. 


Creo que este control que se le está endosando a los productores, al contratista -como decía el doctor 
Falchetti- en lo que corresponde al cumplimiento de las normas ni siquiera da la posibilidad de que, 
habiéndolo realizado, quede eximido de responsabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quisiera hacer una reflexión de carácter general que me parece 
importante. 


En ningún momento estuvo planteado -no digo que aquí se haya dicho, pero quedó un poco sobrevolando- el 
hecho de que este fenómeno de la tercerización dejara de existir. No, ni el Gobierno ni los representantes de 
todas las fuerzas políticas que aquí estamos presentes dijimos que la tercerización se va a suprimir. 
Consideramos que es un instrumento válido. Lo que pasa es que el ejercicio de ese instrumento muchas veces 
-no en la mayoría de los casos- ha sido causa de gravísimos problemas; hemos recibido en esta Comisión 
trabajadores con derechos e intereses vulnerados por la deformación de ese mecanismo que en sí mismo no 
es bueno ni malo. Hay que emplearlo de la mejor forma. Por eso, quería dejar aclarado que nosotros no 
estamos descartando el instrumento de la tercerización; nos parece absolutamente viable. Por supuesto que en 
estos casos que han sido planteados de actividad rural es más que comprensible y hasta fue recomendado 
durante muchísimos años. Se decía: "¿Por qué no se juntan los pequeños productores y en vez de tener un 
tractor cada uno, tienen uno entre todos?" Está clarísimo que no va contra eso. De lo que se trata es de 
impedir los abusos que se dan, a través de determinados controles que es lo que estamos tratando de analizar 


y discutir. Por eso me parece importante -fue sugerido por la señora Diputada Acosta y por la Comisión toda- 
el hecho de que ustedes fueran invitados, porque es una zona donde se está produciendo el fenómeno de 
incorporación de trabajadores. 


En otro aspecto -sigo en lo general- acá se ha planteado el hecho de que en el ámbito tripartito estaba 
agendada esta situación y que, de alguna manera, puede causar extrañeza, y lo entiendo. Pero hay una 
explicación. En el ámbito tripartito y cuatripartito -algunos le llaman así porque también incorporan a una 
delegación del Legislativo; otros no- se pusieron todos los temas sobre la mesa y posiblemente este hubiera 
estado. Lo que pasa es que el Poder Ejecutivo ha tomado una resolución -posiblemente no la haya difundido 
de la mejor forma- por la cual los temas que tienen que ver con el ámbito del derecho colectivo debieran 
verse en esa mesa, pero los que tienen que ver con el derecho individual -llámese, en su momento, el tema de 
la libertad sindical o el de la tercerización- debería verse en este ámbito o compartirlo, como lo estamos 
haciendo. En esta instancia, nosotros comenzamos a estudiar este proyecto de ley; hemos encontrado 
posiciones diversas por parte de los compañeros integrantes de la Comisión; algunos querían cambiar algunos 
artículos, otros hicieron aportes muy importantes y hemos invitado a la mayoría de las Cámaras con el ánimo 
de encontrar las dificultades que sectorialmente pueda haber para no caer en la paradoja de que por querer 
solucionar un tema, que es realmente lo que se busca, vayamos a complicarlo tanto que después tengamos 
cien problemas sobre la mesa. 


SEÑOR CABRERA.- Soy de los que comparte que los términos de la ley tan vagos generan una serie 
de problemas prácticos. Toda subcontratación es una forma de tercerización; pero no toda 
tercerización necesariamente implica una subcontratación. Hay un concepto a priori en cuanto a que 
una comparsa de esquiladores contratada puede ser un subcontrato o un contrato, dependiendo de 
cómo lo definamos; es decir, son dos empresas que hacen un contrato de tipo civil. Una empresa que 
brinda un servicio de siembra ubicada en La Teja, con RUC y maquinaria, que arrienda máquinas 
para trillar soja es una empresa comercial que paga IRIC, muchas veces tiene su domicilio en 
Montevideo, anda con trilladoras por el país y firma un contrato, no un subcontrato, con una empresa 
rural; la relación es de tipo civil. 


¿Cuántas de las actividades periféricas de la actividad rural efectivamente son subcontratos y cuántas son 
contratos? Creo que ese es un límite que si la norma lo recogiera, podría tender al objetivo que todos 
compartimos. Nadie puede decir que está a favor de las formas de tercerización fraudulentas. Más allá de que 
algunos las usen, a priori todos estamos de acuerdo en que son formas que deberían evitarse. Partiendo de la 
base de que los procesos de tercerización son válidos y convenientes, deberíamos tratar de aislar en la 
redacción, de la manera más clara y precisa, la formas de tercerización fraudulentas. En este caso, comparto 
que la diferencia entre prestadoras de personal y otras formas es la primera distinción que debería estar 
recogida en la norma. 


Voy a hacer una pregunta que hice a las delegaciones anteriores. El proyecto del Poder Ejecutivo establecía 
una responsabilidad de tipo solidaria y subjetiva y permitía, con la diligencia media, exonerarse de 
responsabilidad. Este proyecto es objetivo y no permite exonerar de responsabilidad. En ambos casos son 
iguales las responsabilidades de tipo solidario. Creo que la responsabilidad solidaria fomenta y favorece a las 
empresas subcontratistas "chantas", porque siempre tienen un frontón sobre el cual responder, que es la 
empresa y los contratos. 


Para ustedes, más allá de las definiciones que estén en el proyecto y de la redacción actual, ¿es más razonable 
un sistema de responsabilidad subjetiva que admita la exoneración de responsabilidad dada en determinado 
procedimiento que acredite la diligencia media de la empresa contratante? ¿Les parece mejor o peor que la 
responsabilidad sea solidaria o subsidiaria? 


SEÑOR FALCHETTI.- Esa es una pregunta bastante amplia, como el proyecto. Obviamente, desde el 
punto de vista empresarial, cuando una empresa contrata a otra y ante la eventualidad de problemas, 
siempre va a preferir que su responsabilidad sea subsidiaria y no solidaria. La subsidiaria, como todos 
sabemos, implica una gestión previa de cobro al otro, una comprobación de insolvencia o cosas por el 
estilo, y solamente si el obligado principal no cumple, recién entra a jugar. Por otro parte, es el sistema 
actual; el artículo 3” de la Ley_N” 10.443 establece, precisamente, la responsabilidad subsidiaria para 
aquellos que utilicen subcontratos e intermediarios. 


Quiere decir que para el movimiento comercial, para la vida económica empresarial, siempre ocasiona menos 
incertidumbre una responsabilidad subsidiaria y no solidaria. 


Si nos preguntan si nosotros preferimos un sistema de responsabilidad subjetiva con posibilidad de 
exoneración, contestamos que sí, porque creemos que es más justo. Las responsabilidades objetivas son más 
fáciles de imponer o de legislar; la instrumentación es un tema aparte porque, como dijo un famoso 
jurisconsulto, a veces la realidad se aparta de las previsiones del legislador. 


Reiteramos que la solución de una responsabilidad solidaria, con posibilidad de liberación de la misma 
mediante la demostración de una mediana diligencia, nos parece preferible a una responsabilidad solidaria 
impuesta, "ope legis", de manera brutal y sin que haya ninguna posibilidad de demostrar la buena fe o la mala 
fe. Por el hecho de haber subcontratado se es responsable y se acabó. Consideramos que eso puede ser 
complicado y, es más, muy injusto. 


SEÑOR IRURETA GOYENA.- Ese tipo de responsabilidad va más allá de lo que se pretende proteger, 
que son esos abusos en las formas. Lo que está en juego es tratar de eliminar esos abusos. Acá no solo 
los vamos a eliminar, sino que entramos en otras cuestiones. Me parece que esa solidaridad impuesta 
va más allá de lo que se pretende proteger. 


SEÑOR ZAS.- De la intervención del doctor Falchetti me quedó claro algo que, de todas formas, voy a 
pedir que me lo confirmen. Entendí que las entidades que comparecen no tendrían inconveniente en 
que las empresas subcontratadas tuvieran la obligación de acreditar, en el momento de ser 
subcontratadas, que están en situación regular con el BPS, la DGI y el Banco de Seguros del Estado, así 
como al momento de hacer efectivos los cobros por sus servicios. Me gustaría saber si esto es así. 


SEÑORA MALDONADO.- Es así. Hoy, el señor Presidente hizo referencia al control y a la 
competencia desleal. Es, precisamente, eso: brindar la posibilidad de que después de realizado cierto 
control, el que contrata pueda eximirse de la responsabilidad solidaria. A su vez, estaríamos 
contribuyendo a que no exista la competencia desleal -sabemos que la hay- en esas empresas que 
brindan servicio. No hace mucho tiempo hablé con el propietario de una empresa que brinda servicios 
de esquila y me contaba lo que se le complica la situación porque, dada la competencia desleal que hay, 
tiene que cobrar un poco más por oveja ya que, como debe pagar los aportes y todo lo que 
corresponde, tiene más costos. De esta forma, contribuiríamos a que no exista la competencia desleal, 
exigiendo un control por parte del productor a la hora de contratar ese tipo de empresas. 


SEÑOR CABRERA.- Quiero precisar de qué estamos hablando: del control de contribuciones 
especiales de seguridad social con rubros salariales. Yo puedo percibir cuáles son los problemas, lo que 
pasa es que quiero tener claro lo que están diciendo, porque después vamos a actuar. Veo fácil que 
alguien haga una zafra de lana con un certificado y quiero conocer la opinión con respecto a los rubros 
salariales. 


SEÑOR CABRERA.- Hay un representante de una cámara empresarial que dijo que estaba de 
acuerdo pero que era materialmente imposible, porque no podía controlar esto y aquello. Nosotros no 
queremos hacer legislación de laboratorio; la aspiración que uno tiene cuando hace una norma es que 
aparte de válida sea eficaz. Entonces, quiero saber si esto es viable. Creo que para algunas actividades 
puede ser muy viable y acerca de otras tengo dudas, pero me gustaría conocer la opinión de ustedes. Yo 
tengo la mía, pero quiero conocer la de ustedes respecto a los rubros salariales. 


SEÑOR IRURETA GOYENA.- Yo creo que hay imposibilidades prácticas de controlar en lo que 
vamos a ser solidarios, porque estamos hablando de salarios y, por ejemplo, tal vez no lo recibió; si es 
un trabajador mensual y viene a hacer el trabajo, es imposible controlar el pago de ese salario. Lo que 
sí se puede hacer es controlar que hasta la fecha esté registrado en el Banco de Previsión Social, en la 
Dirección General Impositiva, etcétera, pero es materialmente imposible controlar el pago de ese 
salario el día que estuvo ahí, porque esa empresa, de pronto, se fue para el campo de al lado o para 
otro departamento. Entonces, es materialmente imposible hacerlo. 


SEÑOR FALCHETTI.- Creo que la pregunta apunta a las posibilidades de control que, obviamente, 
son limitadas. En primer lugar, por lo que se afirmó: las empresas privadas no tienen potestades de 
control de otras empresas. Pero, mediante la exhibición de recibos y en la medida de que ello fuera 
posible, creo que sería viable un control de que esos salarios pagos cumplan los mínimos establecidos 
para el grupo correspondiente por el Poder Ejecutivo. Ese es un control objetivo; eso se puede hacer. 
También se puede controlar, en relaciones más prolongadas, el pago de la licencia, del salario 
vacacional y del aguinaldo, reitero que sobre la base de los valores salariales fijados en los mínimos del 
Poder Ejecutivo. Otra cosa es imposible controlar. Eso es, por otra parte, lo de orden público, es decir, 
lo que debe pagarse desde todo punto de vista. 


No hemos hablado sobre esto entre nosotros, pero en lo personal creo que cierto control sería posible; un 
control objetivo de los mínimos salariales cuando hubiera habido pago de salarios. Ahora, como dice el 
doctor Irureta, si a principios de mes se trata del caso particular de un trabajador mensual, hay que tener en 
cuenta que todavía no cobró su sueldo. Entonces, ahí mal se puede pedir la exhibición del recibo de sueldo; 
tendría que hacerse a fin de mes. El control del pago del aguinaldo tendría que hacerse una vez pasadas las 
fechas establecidas por la ley para el otorgamiento de ese beneficio, y otro tanto ocurriría con las licencias y 
el salario vacacional. Entonces, yo creo que con esos parámetros, cierto control sería viable, pero es una 
materia opinable. 


SEÑOR DURÁN.- Respondiendo a algunas de las preguntas formuladas por el señor Diputado 
Cabrera, quiero decir que más aún se le puede dificultar ese tipo de control a los productores más 
pequeños, cuando en muchas ocasiones no tienen los conocimientos adecuados de orden administrativo 
como para llegar a hacer un efectivo control y que después eso no se le vuelva una espada de Damocles. 


Creo que el control de los rubros salariales es bastante complejo. Que se me diga que se exhiba un certificado 
del Banco de Previsión Social o de la Dirección General Impositiva, hasta ahí lo llevo, pero al tema del 
control de los rubros salariales, más cuando son cosas que se generan por la antigiiedad, la licencia, o los 
salarios vacacionales no gozados, ya lo veo bastante dificultoso, y más en el caso del pequeño productor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la presencia de los 
representantes de las cámaras que nos han visitado hoy. Los mantendremos informados del avance de 
este borrador de trabajo. Ha sido muy importante contar con las opiniones de ustedes. También vamos 
a escuchar la opinión de los trabajadores, la de la Cátedra, etcétera, como acostumbra a hacer esta 
Comisión, y luego trataremos de elaborar un proyecto de la mejor forma posible. 


En virtud de que no han concurrido las restantes delegaciones que teníamos previsto recibir, se levanta la 
reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


